COMENTARIOS SOBRE LA SENTENCIA DEL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCIÓN NUMERO 5 DE MOTRIL.

Dictada con fecha 6 de marzo de 2001. Procedimiento de menor cuantía 159/2000.

Demandante: C.Propietarios de los bloques I y IV de la Urbanización Acapulco

Demandada: Agrupación de Comunidades de la Urbanización Acapulco, y C. de Propietarios de los bloques II, III y V.

Comenta: José Martínez Calabria, Presidente en funciones de la Agrupación de Comunidades de la Urbanización Acapulco.

1.- LA AGRUPACION,  PERSONALIDAD JURIDICA Y VALIDEZ DE SUS ACUERDOS.

En el primer párrafo del 3º de los Fundamentos de Derecho del auto se establece que los acuerdos (que se impugnan) han sido adoptados por la Junta de la Agrupación de Comunidades de Propietarios de Acapulco, .... según  la abundante prueba documental obrante en las actuaciones, ... pues constan en las mismas copias compulsadas de las actas de dichas reuniones. En busca de la validez de dichos acuerdos y en consecuencia con lo anterior, añade el auto:  la cuestión fundamental es decidir si dicha Agrupación tiene personalidad jurídica o no.... Y continúa diciendo ... La agrupación de comunidades es un órgano, dentro del esquema organizativo de la urbanización Acapulco, al cual todas las partes del presente procedimiento conceden, con carácter previo a la tramitación del procedimiento, carta de naturaleza, así las propias codemandadas (bloques II, III y V) participan en reuniones de dicha agrupación, junto con las comunidades de propietarios actoras (bloques I y IV).

En el mismo 3er Fundamento (2º párrafo), a efectos de la personalidad jurídica de la Agrupación (básica para la validez de los acuerdos impugnados) pone de manifiesto dos datos clarificadores. El primero cuando dice: dicha agrupación tiene identificativo fiscal propio, y ello supone que en derecho es una entidad que puede obligarse a realizar actuaciones comerciales y mercantiles, expedir facturas, tener por tanto contabilidad propia, etc. El segundo dato se pone de relieve cuando afirma: El actor, al fijar en la demanda lo que pide, y contra quién lo pide (Art. 524 LEC) obliga al órgano Judicial a quedar vinculado por dicha facultad de la parte actora de decidir contra quien quiere dirigir la pretensión,....  y lo cierto y verdad es que en la demanda el actor establece “Que deduce demanda de proceso ordinario de menor cuantía contra la AGRUPACION DE COMUNIDADES DE LA URBANIZACION ACAPULCO.

Más adelante añade el Juez ... En escrito de 26 de junio de 2,000 el actor solicita “dirigir TAMBIEN la demanda” contra los Presidentes de las otras comunidades. Por tanto, si el actor no reconoce la personalidad jurídica de la Agrupación de Comunidades, su demanda no debió ser admitida, al no ir, ab initio, dirigida contra nadie. Y finalmente queda sentado que  Si el actor reconoce capacidad a la Agrupación de comunidades para demandarla “TAMBIEN” (escrito de 26 de junio) junto con las comunidades de propietarios (Bloques I, II y V) no puede ahora excusarse  en no reconocerle una capacidad que al principio le otorgó ... 

2.- PRESCRIPCION DE LA ACCION IMPUGNATORIA DE LOS ACUERDOS DE 30/8/98, 5/9/98 y 30/10/99

En el 4º Fundamento de derecho se establece la aplicabilidad del art. 18 de LPH para determinar los plazos para la impugnación de los acuerdos en cuestión y determina que ... sea cual sea el plazo que se escoja, es evidente que la acción para impugnar los acuerdos adoptados por la Junta de Presidentes de fecha 30 de agosto de 1998 y 5 de septiembre de 1998, ha prescrito, por lo que debe establecerse la validez de los mismos, teniendo por legal la adopción del acuerdo de “realización del proyecto de enganche del agua de consumo a red municipal” ... La sentencia da un paso más y subraya: Todo ello supone que, incluso aún cuando no hubiera prescrito el plazo para el ejercicio de la acción impugnatoria, dichos acuerdos tampoco podrían ser declarados nulos, pues ninguno de los presentes votó en contra ni salvó su voto.  

En cuanto al alcance de dichos acuerdos, cuestionado por la parte actora, el Juez clarifica: ... es evidente que la aprobación de la realización del proyecto de obras de enganche, supone la previa decisión sobre el propio enganche a la red. Así se deriva del contenido del acta de 30 de octubre de 1999 donde se recoge que “Según el acta de 30/8/98, con la presencia de los titulares de los cinco bloques, portavoces del consentimiento mayoritario de sus respectivas comunidades adoptó con la sola abstención –que no oposición- del bloque I el acuerdo de enganchar a la red municipal “ Por todo ello concluye: ... las decisiones de “enganchar” a la red de suministro general de agua potable, la realización de proyectos de enganche de agua de consumo a la red municipal y la solicitud de mediación del alcalde de Motril con la empresa Aguas y Servicios, son adecuados a derecho e inimpugnables.  

Respecto los acuerdos de 30 de octubre de 1999, el Juez determina que debe entrar en juego el plazo de tres meses a efectos de la prescripción de acción impugnatoria, al considerar que no vulneran ninguna norma legal y están dentro de las facultades que a la Junta de Presidentes otorgan los estatutos. Por tanto en base al tiempo transcurrido entre 30/10/99 y 2/6/00 (fecha de la demanda) establece que igualmente debe entenderse caducada la acción impugnatoria. 

3.- ACUERDO DE 20/5/2000.

Los bloques contrarios al enganche votaron en contra e impugnaron después el acuerdo de 20/5/00 por el que la Junta de Presidentes decidió emitir el segundo recibo extraordinario de las obras. La emisión de este segundo recibo –desde nuestro punto de vista- no es más que la mera consecuencia lógica que se deriva de los acuerdos anteriores de “enganchar a la red” y de “ejecutar los proyectos de obra necesarias para el enganche”, que en esta misma sentencia se proclaman legales, ajustados a derecho, firmes e inatacables. Sin embargo habiendo votado en contra de la emisión del recibo los bloques I y IV y estar abierto el plazo para su impugnación en la fecha de presentación de la demanda (2/6/00),  hace que el magistrado en el punto 5º de los Fundamentos de Derecho entre a conocer sobre la impugnación de dicho acuerdo.

De entrada,  descarta el juez que la posible nulidad del acuerdo pueda estimarse en base a considerarlo contrario a ley o a los estatutos de la comunidad . Tampoco podría ser descalificado el acuerdo por considerarse gravemente lesivo para los intereses de la comunidad en beneficio de uno o varios propietarios;  y para subrayar este punto el magistrado se extiende en una serie de consideraciones que ponen de manifiesto la correcta actuación de la Junta de Presidentes al dotar a la misma (la urbanización) de un servicio básico cual es el consumo de agua, cuando a la vista de la documental presentada aparece como inviable el mantener un suministro prohibido por las autoridades sanitarias. La posibilidad de obtener y disfrutar agua potable es un privilegio que, por usual, se deja de valorar en su justa medida. Es más, la sentencia muestra cierta sensibilidad social cuando entra a considerar el perjuicio que la carencia de agua potable puede suponer para los propietarios que habitan su vivienda ya que imposibilita tareas tan cotidianas como la de beber o cocinar , y también para quienes  arriendan su vivienda como fuente de ingresos familiares, y dice textualmente ¿Quién estaría dispuesto a pagar cantidades que en muchos casos superan las cien mil pesetas durante los meses de verano por disfrutar un piso o apartamento que no tiene agua potable? Y concluye este punto diciendo: Por tanto, el acuerdo adoptado (el de 20/5/00) no grava ni lesiona los intereses de la comunidad, sino que al contrario supone un beneficio y una solución al problema acuciante de la falta de agua potable en las viviendas.

No obstante lo anterior, el juez pasa a preguntarse si los vecinos que han escogido la opción de no beneficiarse del suministro de agua potable tienen la obligación jurídica de costear el pago del segundo recibo emitido para el pago de las obras, a cuyo efecto cita la actitud de los bloques disidentes que no han dado su conformidad a las obras por la intención mostrada de no conectarse a la red y seguir utilizando el agua del pozo, para continuar y concluir que Al margen de las responsabilidades sanitarias que dicha decisión pudiera tener, lo cierto es que quien no se beneficia del consumo de agua de la red municipal de agua potable, no tiene la obligación de soportar los gastos ocasionados por dicho beneficio, incluido los derivados de las obras necesarias para asegurar tal suministro, pues se le obliga soportar unos gastos sin obtener beneficio alguno.    .

Una vez que el juez admite la existencia de perjuicio para los propietarios que no reciban el beneficio del enganche, pasa a contemplar la graduación del mismo, y para establecer  si es “grave” o no lo es, argumenta que los más de dos millones de cuotas asignadas a los bloques que se han opuesto determinan que tal perjuicio debe estimarse como grave y,  en función de ello,  estimar la demanda en este sentido.

Continúa el auto puntualizando que  En cualquier caso el anterior pronunciamiento lleva implícita la devolución de las cantidades efectivamente cobradas por la Junta de Presidentes, exclusivamente respecto al segundo recibo, y en los casos en que dicho pago se hubiera efectuado, pero igualmente contempla el pronunciamiento de que, si llegado el caso, alguno de los bloques contrarios al “enganche” a la red municipal, quisiera con posterioridad utilizar el agua de dicha red, podrá beneficiarse de ello, previo pago de los recibos emitidos para cada bloque.

4.- PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS COSTAS.

En el punto 6º del auto, el magistrado determina que al haber sido la estimación de la demanda parcial, no ha lugar a hacer expreso pronunciamiento sobre las mismas (las costas), salvo las ocasionadas a las codemandadas absueltas en la instancia (bloques II, III y V), a cuyo pago se condena expresamente a la parte actora. 

5.- FALLO.

En consecuencia con lo anterior el juez falla:

· Que absuelve a las C. de Propietarios de los edificios II, III y V, codemandadas por la parte actora, y condena expresamente a ésta  al pago de las costas que se les hubiere ocasionado.

· Que declara válidos y no impugnables los acuerdos de la Junta de Presidentes 30-8 y 5-9 de 1998 y 30-10-99 (los referentes a la decisión de enganchar, de ejecutar las obras necesarias y de emitir el primer recibo extraordinario) 

· Que declara nulo el acuerdo adoptado el 20/5/00 para emitir el 2º recibo, al ser el mismo gravemente perjudicial para algún propietario que no tiene la obligación jurídica de soportarlo, debiendo tenerse dicho acuerdo por no puesto. 

· Que condena a la demandante no absuelta a que reintegre a las comunidades actoras el importe efectivo cobrado por la emisión de dichos recibos (el segundo extraordinario), y en la parte que se refiere a dichas comunidades actoras (sólo a los bloques I y IV)  

· Que se reconoce un régimen transitorio para los bloques II, III y V, que pueden mantener la efectividad de sus pagos y beneficiarse de la conexión a la red, hasta que se subsane el defecto del acuerdo anulado y se adopte un acuerdo en forma.

6.- NUESTRA OPINION SOBRE LA SENTENCIA

Desde el respeto que merece el órgano judicial actuante y su pronunciamiento, expresamos nuestra conformidad con la mayor parte de los contenidos del auto, pero también nuestra firme discrepancia con la declaración de nulidad del acuerdo de 20-5-2000 comentado en el punto 3 anterior y con otros aspectos de la sentencia.

Desde nuestro punto de vista,  entendemos que los fundamentos en que se apoya la declaración de nulidad del referido acuerdo son extremadamente débiles y no se ajustan a lo previsto en la LPH. Vamos a razonarlo. 

· El magistrado pasa por alto que la emisión del segundo recibo (el acuerdo impugnado) responde a un simple fraccionamiento del pago, en beneficio de una mayor facilidad financiera de los bloques, y que dicha emisión no es más que la mera consecuencia lógica que se deriva de acuerdos anteriores que en la propia sentencia se proclaman legales, ajustados a derecho, firmes e inatacables. Nos referimos al de “enganchar a la red” y al de “ejecutar los proyectos de obra necesarias para el enganche”. Pensamos que si un acuerdo es legal y ajustado a derecho también lo serán los actos que del mismo se deriven. 

· Asimismo, consideramos improcedente que el órgano judicial (que dispone del acta íntegra de la sesión del 20-5-2000) ignore la existencia del acuerdo 1 que precede en el acta al que ahora se ha declara nulo, cuyo contenido es el siguiente: Con el voto favorable de los Presidentes de las Comunidades de Propietarios de los bloques II, III y V, que representan los 3/5 de los votos totales y suman más de los 3/5 de las cuotas de participación (63,20% exactamente), una vez oídas las explicaciones y justificaciones aportadas por el Presidente, se acuerda aprobar el nuevo coste de la obra de conexión a red de agua potable, estimado al día de hoy en 8.948.370 ptas., cifra que no tiene aún carácter definitivo, ya que está sujeto a mediciones, en unos conceptos, y las oportunas liquidaciones en otros. Votan en contra de este acuerdo el Presidente del bloque I, aduciendo que su Comunidad no está de acuerdo con la realización de las obras, y el Presidente del bloque IV que alega no tener autorización de su Comunidad; los dos votos negativos representan el 36, 80%o del total de las cuotas de participación. Este acuerdo, pese al voto contrario de los bloques I y IV, se adoptó válidamente por mayoría cualificada y no ha sido impugnado, por lo que resulta ser un acuerdo firme que obliga también a los disidentes y les impone el deber de contribuir al pago de una obra necesaria que se aprueba en beneficio de todos al amparo de lo previsto en el art. 10 de la LPH, resultando a todas luces incongruente que se apruebe el montante del gasto y se impugne la emisión del segundo recibo extraordinario,  necesario para su financiación.

· Estamos en desacuerdo con el magistrado cuando razona que quien no se beneficia del consumo de agua de la red municipal de agua potable, no tiene obligación de soportar los gastos ocasionados por dicho beneficio. Esto equivale a equiparar erróneamente la cuestión del suministro de agua con los supuestos contemplados en el art. 11 de LPH, que regula las nuevas instalaciones, servicios o mejoras no requeridos para la adecuada conservación, habitabilidad y seguridad del inmueble, a cuyo pago no resulta obligado el disidente que rehusa el beneficio. Nosotros entendemos, por el contrario, que la cuestión ha de interpretarse a la luz del art. 10 de la LPH, como obra necesaria para la conservación de su habitabilidad, (no es habitable una vivienda que no dispone de agua potable), en cuyo caso –según el mismo artículo- es obligación de la Comunidad (Junta de Presidentes en este caso) la realización de las obras necesarias, responsabilizando asimismo este precepto a los propietarios que se opongan a las resoluciones dictadas por la autoridad competente (Sanidad,  en nuestro caso) de las sanciones que pudieran imponerse. Termina el citado artículo afectando el piso o local al pago de los gastos derivados de la realización de las obras. Ante esto  ¿Cómo es posible dar el mismo trato a la instalación –por ejemplo- de una antena parabólica comunitaria,  cuyo disfrute y pago de la cuota dependen de la libre voluntad del propietario, que a la reposición de un servicio tan esencial como es el suministro de agua potable a las viviendas que lo habían perdido por la contaminación del pozo?

· Se aparta el magistrado de la realidad cuando deduce grave perjuicio económico para los propietarios contrarios a la conexión a red municipal, argumentando que la suma de las cuotas en litigio de los bloques I y IV superan los dos millones y olvidando que la media que estos dos millones representan para los propietarios (los supuestamente perjudicados) de los bloques que se oponen está  alrededor de las 8,000 pesetas. ¿Se puede defender que 8,000 pesetas hoy son un “grave perjuicio” económico para alguien? ¿Sobre todo si por tal cantidad ese alguien adquiere la posibilidad de tener agua potable en su casa de vacaciones, casa que de alquilarla en verano le reportará  más de 100,000 pesetas al mes, como se reconoce en otro punto del propio auto?. Pues este supuesto “grave perjuicio económico” resulta ser argumento fundamental para declarar la nulidad del acuerdo.  

· Se vuelve a equivocar el juez cuando en el punto 5º del auto soslaya las responsabilidades sanitarias, que margina como cosa menor en contraste con la firme defensa que hace de la no obligación de contribuir a quien rechaza el beneficio del enganche. Su error consiste en pasar “de puntillas” sobre las numerosas presiones de la autoridad sanitaria, suficientemente acreditadas en autos,  que declaró el agua del pozo no potable, cargando sobre la Junta de Presidentes la gran responsabilidad (civil y penal) de continuar con el suministro de un pozo contaminado en flagrante violación del  Reglamento Sanitario. ¿Se ha planteado su Señoría qué hubiera pasado con la Junta de Presidentes si del ilegal suministro del pozo se hubieran derivado –como estaba dentro de lo posible- graves daños para la salud de las personas?

· Finalmente, cuesta entender cómo la nulidad del acuerdo tenga  efectos distintos según para quién. Opinamos que si un acuerdo se declara nulo y sin efecto, lo será a todos los efectos y con todas las consecuencias, con igual repercusión  para todas las partes afectadas, pues lo contrario se compagina mal con la equidad que es exigible a un pronunciamiento judicial, por más que se esfuerce el magistrado en justificar, mediante la valoración de la difícil situación que se crea a la Agrupación de Comunidades,  el diferente trato que con esta sentencia reciben los bloques demandantes respecto a los otros.

· Y acabamos lamentando que la estimación parcial de la demanda, para nosotros injustificada, nos prive del justo resarcimiento de las costas totales por parte de los demandantes, tal y como habíamos solicitado en defensa de nuestros intereses.    

 





Jaén, 10 de abril de 2001.

